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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 20 
de mayo de 2010, ha examinado el 
expediente de responsabilidad patri-
monial iniciado como consecuencia 
de la reclamación presentada a 
instancia de D. xxxxx, y a la vista 
del mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 21 de abril de 2010 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
yyyyy, en nombre y representación de D. xxxxx, debido a los daños sufridos en 
un accidente por el mal estado de la calzada. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 21 de abril de 

2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 473/2010, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Fernández Costales. 

 
Primero.- El 22 de mayo de 2009 Dña yyyyy, en nombre y 

representación de D. xxxxx, presenta una reclamación de responsabilidad 
patrimonial ante la Consejería de Fomento, debido a los daños sufridos en su 
motocicleta, matrícula xxxx, en un accidente acaecido el 20 de marzo de 2009, 
a las 16:05 horas, a la altura del kilómetro 2,4 de la carretera de xxxx1 a xxxx2, 
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a causa de un bache de importantes dimensiones y grava existentes en la 
calzada. Reclama una indemnización de 2.289,12 euros. 

 
Adjunta a la reclamación copia del informe estadístico Arena, informe 

pericial de daños en la motocicleta por importe de 1.159,12 euros, fotografías y 
facturas de vestuario del motorista por importe de 1330 euros. Previo 
requerimiento, aporta copias de la acreditación de la representación, ficha 
técnica y permiso de circulación del vehículo. 

 
Posteriormente, adjunta las correspondientes facturas y concreta la suma 

reclamada en 1.215,01 euros en concepto de prendas y 723 euros por la 
reparación del vehículo. 

  
Segundo.- Obra en el expediente informe de la Sección de 

Conservación y Explotación del Servicio Territorial de Fomento de xxxx3, de 21 
de octubre de 2009, que a la vista de los informes internos emitidos manifiesta 
que el siniestro ocurrió en la carretera xx1, de titularidad autonómica; que no 
se tuvo conocimiento del siniestro hasta la solicitud de informe y que debido al 
mal estado en que se encuentra habitualmente la vía se suelen llevar a cabo 
labores programadas de bacheo puntual y dichas labores se realizaron los días 
4, 5, 12 y 13 de marzo.  

 
Consta también en el expediente la documentación requerida a la 

Jefatura Provincial de Tráfico en relación con el vehículo siniestrado, así como 
informe complementario de la Guardia Civil de Tráfico de 30 de noviembre de 
2009, al que se acompaña el informe estadístico Arena y reportaje fotográfico 
realizado por la fuerza instructora en el lugar de los hechos.  

 
Tercero.- Concedido trámite de audiencia, la parte reclamante presenta 

un escrito que reitera la pretensión indemnizatoria.  
 
Cuarto.- El 18 de febrero de 2010 se formula propuesta de resolución 

estimatoria parcial de la reclamación planteada por importe de 449,65 euros.  
 
Quinto.- El 9 de marzo de 2010 la Asesoría Jurídica de la Delegación 

Territorial informa favorablemente dicha propuesta. 
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En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La competencia 
para resolver la presente reclamación corresponde al Delegado Territorial de la 
Junta de Castilla y León, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.12 del 
Decreto 93/1998, de 14 de mayo, por el que se desconcentran atribuciones de 
la Consejería de Fomento en los Delegados Territoriales de la Junta de Castilla y 
León, en relación con el artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Consta 
que se formuló el 22 de mayo de 2009, es decir, antes de transcurrir un año 
desde el accidente que tuvo lugar el 20 de marzo de 2009. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
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casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la 
que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del 
Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León.  

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 

 
 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 

que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
No obstante lo anterior, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de 

la responsabilidad patrimonial, al rechazar que la mera titularidad del servicio 
determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con aquél que se pueda producir. El Tribunal 
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Supremo ha declarado en su Sentencia de 5 de junio de 1998 que “la 
prestación por la Administración de un determinado servicio público y la 
titularidad por parte de aquélla de la infraestructura material para su prestación 
no implica que el vigente sistema de responsabilidad patrimonial objetiva de las 
Administraciones Públicas convierta a éstas en aseguradoras universales de 
todos los riesgos con el fin de prevenir cualquier eventualidad desfavorable o 
dañosa para los administrados que pueda producirse con independencia del 
actuar administrativo, porque de lo contrario, como pretende el recurrente, se 
transformaría aquél en un sistema providencialista no contemplado en nuestro 
ordenamiento jurídico”. Criterio que ha sido recogido en otros fallos (a.e. 
sentencias de 13 de septiembre de 2002, 30 de septiembre y 14 de octubre de 
2003, o 17 de abril de 2007). 

 
También ha declarado el Tribunal Supremo, de forma reiterada, que no 

es acorde con el referido sistema de responsabilidad patrimonial objetiva su 
generalización más allá del principio de causalidad, de manera que, para que 
exista aquélla, es imprescindible la existencia de nexo causal entre la actuación 
de la Administración y el resultado lesivo o dañoso producido. En este sentido, 
la Sentencia de 13 de noviembre de 1997 ya señaló que “aun cuando la 
responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la jurisprudencia de 
esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, no lo es menos que 
ello no convierte a la Administración en un responsable de todos los resultados 
lesivos que puedan producirse por el simple uso de instalaciones públicas, sino 
que, como antes señalamos, es necesario que esos daños sean consecuencia 
directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de aquélla”. 

 
Por lo tanto, la responsabilidad de la Administración procederá en 

aquellos casos en que los daños sean consecuencia del funcionamiento de los 
servicios públicos, sin que baste a estos efectos que los daños aparezcan con 
motivo u ocasión de la prestación de dichos servicios públicos. 

 
Ha de tenerse en cuenta, asimismo, la jurisprudencia según la cual, “la 

imprescindible relación de causalidad entre la actuación de la Administración y 
el resultado dañoso producido puede aparecer bajo formas mediatas, indirectas 
y concurrentes, aunque admitiendo la posibilidad de una moderación de la 
responsabilidad en el caso de que intervengan otras causas, la cual debe 
tenerse en cuenta en el momento de fijarse la indemnización. El hecho de la 
intervención de un tercero o una concurrencia de concausas imputables unas a 
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la Administración y otras a personas ajenas e incluso al propio perjudicado, 
imponen criterios de compensación o de atemperar la indemnización a las 
características o circunstancias concretas del caso examinado”. 

 
E igualmente la que sostiene “la exoneración de responsabilidad para la 

Administración, a pesar del carácter objetivo de la misma, cuando es la 
conducta del propio perjudicado o la de un tercero la única determinante del 
daño producido aunque hubiese sido incorrecto el funcionamiento del servicio 
público”. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 

responsabilidad patrimonial formulada por Dña. yyyyy, en nombre y 
representación de D. xxxxx, por los daños sufridos en un accidente de 
motocicleta a causa de un bache en la calzada.  

 
Comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido, la única 

cuestión planteada consiste en determinar si el expresado daño ha sido o no 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal del servicio público, 
presupuesto indispensable para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial 
de la Administración. 

 
El informe Arena de la Guardia Civil constata que “en el lugar de los 

hechos se observa una zona de baches de unos 30 metros de longitud en 
ambos carriles, además el carril derecho está cubierto de áridos resultantes de 
la fragmentación de la capa de asfalto original”. En el mismo sentido se expresa 
el informe de la Sección de Conservación y Contratación, al señalar: “Debido al 
mal estado en que se encuentra habitualmente la vía, y a la espera de la 
contratación de la obra de refuerzo prevista, se suelen llevar a cabo labores de 
bacheo puntual para mantener el firme en condiciones que no perjudique la 
seguridad vial de los usuarios”. Añade que “(…) se llevaron a cabo labores de 
bacheo, barrido de gravillas, etc. en dicha carretera los días 4, 5, 12 y 13 de 
marzo así como en los siguientes meses”.  
 

En cuanto a la existencia de nexo causal entre el daño y la actividad de 
la Administración, la propuesta de resolución considera que debe estimarse la 
reclamación. Este Consejo Consultivo comparte tal criterio, porque la 
Administración tiene el deber de mantener las carreteras abiertas a la 
circulación pública en condiciones tales que la seguridad de quienes las utilicen 
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esté normalmente garantizada (artículo 57 de la Ley sobre Tráfico, Circulación 
de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, texto articulado aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo).  

 
Asimismo, ha de analizarse si la actuación de la víctima, en este caso la 

forma de conducir, ha tenido incidencia en el accidente producido. Tal y como 
se desprende del informe estadístico Arena, el reclamante conducía a velocidad 
inadecuada para las condiciones de la vía y realizó una brusca reducción de la 
velocidad.  

 
En este sentido cabe recordar la obligación general de conducir con la 

diligencia y precaución necesarias para evitar todo daño, propio o ajeno 
(artículo 9.2 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial, texto refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo 
339/1990, de 2 de marzo). Así el artículo 19.1 de la misma Ley dispone:  

 
“Todo conductor está obligado a respetar los límites de velocidad 

establecidos y a tener en cuenta, además, sus propias condiciones físicas y 
psíquicas, las características y el estado de la vía, del vehículo y de su carga, las 
condiciones meteorológicas, ambientales y de circulación y, en general, cuantas 
circunstancias concurran en cada momento, a fin de adecuar la velocidad de su 
vehículo a las mismas, de manera que siempre pueda detenerlo dentro de los 
límites de su campo de visión y ante cualquier obstáculo que pueda 
presentarse”.  

 
A la luz de lo expuesto, el Consejo considera que debe responder la 

Administración, pero que la indemnización ha de minorarse en un 50%, dada la 
concurrencia de culpa del interesado.  

 
6ª.- De este modo, al existir una concurrencia de culpas entre la 

Administración Autonómica y el perjudicado, procede la estimación parcial de la 
reclamación, por lo que corresponde al interesado la percepción de una 
indemnización por la mitad del importe acreditado del daño sufrido (449,65 
euros) conforme se argumenta en la propuesta de resolución. 

 
Todo ello sin perjuicio de que el importe de la indemnización deba 

actualizarse a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad, 
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de acuerdo con lo previsto en el artículo 141.3 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, antes citada. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede dictar resolución estimatoria parcial, por importe de 449,65 
euros, en el expediente de responsabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación presentada por Dña. yyyyy, en nombre y 
representación de D. xxxxx, debido a los daños sufridos en un accidente por el 
mal estado de la calzada. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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